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El día 23 de diciembre del 1935 a través de la Ley 78 se introdujo formalmente 
al ordenamiento jurídico en Colombia el llamado “Impuesto sobre el patrimonio”, con 
una naturaleza complementaria y accesoria al Impuesto sobre la Renta.  
Históricamente este Impuesto se ha concebido como un gravamen al capital 
acumulado en una fecha determinada, y que representa la capacidad económica 
del sujeto pasivo del tributo. Ahora bien, desde el momento de su introducción 
formal al ordenamiento jurídico colombiano y hasta el día de hoy, dicho Impuesto 
ha sido objeto de diversos cambios, con particularidades que son de especial 
relevancia y que pretenden abordarse en este escrito desde una perspectiva crítica. 
 
Como lo expondremos más adelante, el Impuesto al Patrimonio ha sido objeto 
de muchas críticas por parte de la doctrina, pues consideran que al gravar la 
posesión de riqueza, se esta en un escenario de doble tributación pues los ingresos 
para la formación del patrimonio ya fue objeto de tributación en una primera 
instancia; asunto frente al que nos referiremos más adelante en el desarrollo de este 
escrito. De igual manera se analizará si el Impuesto al Patrimonio vulnera el 
mandato expreso de los artículos 317 y 294 de la Constitución Política que disponen 
que sólo los municipios están autorizados a gravar la propiedad raíz, pues al 
aplicarse el Impuesto al Patrimonio puede eventualmente hacer parte de la base 
gravable el valor patrimonial de los inmuebles del sujeto pasivo, y en ese sentido 
estar gravados indirectamente a través de este este Impuesto.  
 
Paralelamente hoy en día contamos con un tributo complementario al 
Impuesto al Patrimonio, denominado “Impuesto de Normalización Tributaria”, 
causado por la posesión de activos omitidos o pasivos inexistentes, que supone una 
oportunidad para aquellos que deseen normalizar su situación tributaria 
acogiéndose a unas tarifas sustancialmente inferiores y evitar así la aplicación de 
sanciones e intereses generados en un eventual proceso de fiscalización por parte 




críticas por parte de la doctrina, pues en opinión de algunos sectores no debería 
denominarse “impuesto” sino un tipo de “amnistía”, y en ese sentido se trata de una 
figura contraria a los deberes constitucionales de tributar así como de los principios 
de equidad y justicia tributaria.  
 
Por último, es importante resaltar que tanto el Impuesto al Patrimonio como el 
complementario de Normalización Tributaria, fueron recientemente incluidos en la 
Ley 2010 de 2019 más conocida como “Ley de Crecimiento”, luego de que la Corte 
Constitucional declarara inexequible la Ley 1943 de 2018 más conocida como “Ley 
de Financiamiento”. Sin embargo, existen ciertas situaciones problemáticas y que 
en la práctica han generado dificultades de índole interpretativa para los 
contribuyentes, y que a través del presente escrito se pretende abordar desde una 






1. Antecedentes históricos del Impuesto al Patrimonio (1935 – 2010). 
 
Antes de analizar cuidadosamente las consideraciones generales del 
Impuesto al Patrimonio, haremos un recuento muy breve de los principales 
antecedentes legislativos del Impuesto hasta llegar al último antecedente hoy en 
día, esto es la Ley 2010 de 2019.  
 
En Colombia el Impuesto al Patrimonio surgió formalmente a través del artículo 
21 de la Ley 78 de 1935, con las siguientes características: (i) impuesto anual; (ii) 
complementario y accesorio al impuesto sobre la renta, (iii) recaía sobre el 
patrimonio poseído dentro del país al 31 de diciembre de cada año; (iv) podía ser 
sujeto pasivo toda persona natural o jurídica, nacional o extranjera, sujeta al 
impuesto sobre la renta en Colombia y que cumpliera el hecho generador. 
 
Llama la atención como para dicha época, el legislador consideró ciertas 
conceptos que no haría parte del gravamen sobre el patrimonio, pues bien el artículo 
24 de la mencionada Ley dispuso las siguientes exclusiones: (i) Los sueldos, 
salarios, jornales, emolumentos y honorarios de profesiones liberales, y en general, 
las rentas provenientes exclusivamente del trabajo, así como tampoco las sumas 
recibidas por empleados u obreros por razón de su calidad de tales y en concepto 
de indemnización por muerte, enfermedad o accidente de trabajo (ii) Los objetos de 
arte y colecciones, cuyo precio de adquisición para cada objeto no exceda de 
doscientos pesos, o para la colección completa, de dos mil pesos. (ii). Los objetos 
de arte y colecciones de autores nacionales. (iii). Los muebles de uso personal 
doméstico. (iv). Las sumas recibidas por concepto de pensiones oficiales. (v). Los 
bienes de la Nación, de los Departamentos y de los Municipios. (vi). Los bienes 
pertenecientes a naciones extranjeras, destinados al servicio de las respectivas 




de la legislación de su respectivo país. (vi). Los cementerios. (vii). Los resguardos 
de indígenas. (viii). Los bienes pertenecientes a corporaciones, asociaciones o 
fundaciones que tengan fines exclusivamente de asistencia pública o social, de 
educación o de adelanto de la ciencia en el país. Para gozar de esta exención es 
preciso acompañar a la declaración de patrimonio una atestación del 
Superintendente de Instituciones de Utilidad Común, que compruebe la efectividad 
de la inversión. (ix). Los capitales invertidos en minas de oro, plata y platino; y (x). 
Los capitales invertidos en predios, plantaciones, edificios y maquinarias, 
destinados actual y principalmente a las industrias de café y bananos. 
 
El siguiente antecedente jurídico del Impuesto al Patrimonio lo encontramos 
en el artículo 10 de la Ley 45 de 1942, que estableció un recargo del 50% en las 
liquidaciones para los años de 1942 y 1943 del impuesto sobre la renta y sus 
complementarios de patrimonio y exceso de utilidades. Posteriormente la Ley 135 
de 1944 modificó las tarifas dispuestas en la Ley 78 de 1935 antes mencionada, y 
dispuso una sanción de inexactitud con un “recargo” del 50% sobre el valor del 
impuesto. 
 
Posteriormente, la Ley 81 de 1960  en su artículo 76 modificó las tarifas del 
Impuesto al patrimonio para personas naturales y sucesiones ilíquidas y 
paralelamente en su artículo 75 dispuso las siguientes exclusiones: (i) Los bienes 
improductivos cuando exista una absoluta imposibilidad jurídica para que produzca 
renta en el año o periodo gravable de que se trate, como en el caso del nuevo 
propietario cuyo derecho no lo faculta para obtener renta de él; o bien, cuando por 
una absoluta imposibilidad física no atribuible al contribuyente, no puede producirse 
la renta, como en el caso de las empresas durante el periodo de prospectación e 
instalación; (ii) El patrimonio de un contribuyente que no obtenga renta gravable, no 
obstante la normal explotación de sus bienes. En el caso de que obtenga renta 
gravable, pero en cantidad inferior a la que le corresponda pagar por el impuesto 




Para gozar el beneficio previsto en el numeral, deberá formularse la correspondiente 
solicitud a la división de impuestos nacionales, previamente a la presentación de la 
declaración de renta y patrimonio. A la solicitud deberán acompañarse las pruebas 
pertinentes para demostrar la existencia de los motivos no imputables al 
contribuyente, que hayan impedido la producción de la renta gravable, o que solo 
hayan permitido obtenerla en cuantía inferior al impuesto complementario. También 
deberán presentarse los comprobantes o informaciones que para cada caso exija la 
división de impuestos nacionales. (iii) Los bienes originados en capitalización de 
sueldos, jornales, honorarios y, en general, de rentas provenientes exclusivamente 
del trabajo, o de cantidades recibidas por concepto de prestaciones sociales, 
indemnizaciones por muerte, enfermedad o accidente de trabajo, o de 
bonificaciones reconocidas a los trabajadores. Se presume que las capitalizaciones 
que efectúe el contribuyente corresponden en primer término a las rentas de trabajo. 
Esta exención solo rige para el año en que se obtenga y capitalice el respectivo 
ingreso. (iv) Los objetos de arte y colecciones de fabricación o de autores 
extranjeros, cuyo precio de adquisición para cada objeto no exceda de $ 1.000.00, 
o para la colección completa de $ 10.000.00. si el valor fuere superior a estas cifras, 
gravara el exceso. (v) Los objetos de arte o colecciones de fabricación o de autores 
nacionales. (vi) Los muebles de uso personal o doméstico, salvo las joyas en cuanto 
su valor comercial total exceda de diez mil pesos ($ 10.000). (vii) Los bienes 
pertenecientes a las personas que no sean gravables con el impuesto sobre la renta 
o los que produzcan rentas exentas de gravamen, salvo cuando la ley que conceda 
la exención excluya expresamente el impuesto complementario. (viii) Los 
cementerios públicos o privados, bóvedas y mausoleos. (ix) Los resguardos 
indígenas. (x) Los primeros $ 20.000.000 invertidos en acciones de sociedades 
anónimas o en comandita por acciones, siempre que la renta líquida del 
contribuyente no exceda de $ 48.000.00. (xi) Los primeros $ 20.000.00 de los 
patrimonios líquidos gravables que no excedan de $ 200.000.00. (xii) Los derechos 




no persigan fines de lucro. (xiii) Los patrimonios invertidos en minas de oro, plata y 
platino. (xiv) Los demás bienes exentos en virtud de leyes especiales.  
 
Más adelante surgieron otras modificaciones1 con modificaciones en tarifas, 
sujetos pasivos y excluyentes de la base gravable, sin embargo quizá uno de los 
más relevantes en este breve recuento histórico es la Ley 84 de 1988 que facultó al 
Presidente de la República de facultades extraordinarias, por término de seis (6) 
meses contados desde la fecha de promulgación de la dicha Ley, para eliminar el 
impuesto complementario de patrimonio o reducir las tarifas del mismo. Es así como 
a través del Decreto 1321 de 1989 se adicionó el artículo 297 del Estatuto Tributario 
indicando que se elimina el impuesto al patrimonio sobre los primeros diez millones 
de pesos ($ 10.000.000) del valor patrimonial neto, que correspondan a la casa o 
apartamento de habitación del contribuyente. Por otra parte adicionó el artículo 294 
del Estatuto Tributario que dispuso que a partir del año gravable en que entraran en 
aplicación los ajustes integrales por inflación a los estados financieros se debía 
eliminar para todos los contribuyentes, el impuesto de patrimonio. 
 
Pues bien, a través del artículo 140 de la Ley 6 de 1992 se derogaron, entre 
otros, los artículos 288 al 289 del Estatuto Tributario, los cuales regulaban el 
Impuesto al Patrimonio hasta entonces.  
 
Dicha derogatoria perduró durante un poco más de una década, y fue hasta el 
año 2003 en donde volvió a revivir el Impuesto al Patrimonio. En efecto, la Ley 863 
de 2003 creo un nuevo Impuesto al Patrimonio para los años 2004, 2005 y 2006 a 
cargo de las personas jurídicas y naturales contribuyentes del Impuesto sobre la 
Renta. El hecho generador se generaba anualmente por la posesión de riqueza a 
1º de enero de cada año gravable cuyo valor fuera superior a tres mil millones de 
pesos ($3.000.000.000), entiendo el concepto de “riqueza” como “patrimonio 
 




líquido” del obligado. La base gravable de determinaba por el patrimonio liquido 
excluyendo el valor patrimonial neto de las acciones o aportes poseídos en 
sociedades nacionales, así como los primeros doscientos millones de pesos 
($200.000.000) del valor de la casa o apartamento de habitación. 
 
Con el objetivo de continuar obteniendo el importante recaudo nuevamente a 
través de la Ley 1111 de 2006 se volvió a crear un nuevo Impuesto al Patrimonio 
para los años gravables 2007, 2008, 2009 y 2010, a cargo de las personas jurídicas, 
naturales y sociedades de hecho, contribuyentes declarantes del impuesto sobre la 
renta. El impuesto se generaba por la posesión de riqueza a primero de enero del 
año 2007, cuyo valor fuera igual o superior a tres mil millones de pesos ($ 
3.000.000.000). Muy similar a su anterior versión, se permitía excluir de la base 
gravable el valor patrimonial neto de las acciones o aportes poseídos en sociedades 
nacionales, así como los primeros doscientos veinte millones de pesos 
($220.000.000) del valor de la casa o apartamento de habitación, aplicando a esta 
base la tarifa del 1,2% por cada año.  
 
El siguiente antecedente lo veríamos con ocasión a la expedición de la Ley 
1370 de 2009, se volvió a introducir el Impuesto al Patrimonio que para este caso 
sería por el año 2011, cuyo hecho generador era la posesión de riqueza a 1° de 
enero del año 2011, cuyo valor fuera igual o superior a tres mil millones de pesos 
($3.000.000.000). Para este caso, se podía excluir de la base gravable el valor 
patrimonial neto de las acciones poseídas en sociedades nacionales, así como los 
primeros trescientos diecinueve millones doscientos quince mil pesos 
($319.215.000) del valor de la casa o apartamento de habitación. En igual sentido 
el valor patrimonial neto de los activos fijos inmuebles adquiridos y/o destinados al 
control y mejoramiento del medio ambiente por las empresas públicas de acueducto 
y alcantarillado. Ahora bien, la tarifa en este caso era del 2.4% para patrimonios 
cuya base gravable fuera igual o superior a tres mil millones de pesos 




Y del 4.8% para patrimonios cuya base gravable fuera igual o superior a cinco mil 
millones de pesos ($5.000.000.000). Por último, dicho Impuesto debía pagarse en 
ocho cuotas iguales, durante los años 2011, 2012, 2013 y 2014, dentro de los plazos 
que estableciera el Gobierno Nacional. 
 
Siguiendo con nuestro recuento de antecedentes, la Ley 1430 de 2010 
pretendió regular aquellas situaciones en las que a través de figuras tales como la 
escisión, algunos contribuyentes pretendían alejarse del acaecimiento del hecho 
generador. En ese sentido, dispuso que las sociedades que hayan efectuado 
procesos de escisión durante el año gravable 2010, debían sumar los patrimonios 
líquidos poseídos a 1° de enero de 2011 por las sociedades escindidas y 
beneficiarias con el fin de determinar su sujeción al impuesto. 
 
De alguna manera hasta este punto tenemos un Impuesto al Patrimonio que 
se causaba el 1° de enero del 2011 y se pagaba en 8 cuotas durante los años 2011, 
2012, 2013 y 2014. Sin embargo, en el Gobierno de Juan Manuel Santos se 
introdujo un nuevo Impuesto al Patrimonio paralelo la ya creado, con el objetivo de 
solventar la emergencia económica, social y ecológica. Al tratarse de una medida 
que generó ciertas dificultades, se ha dispuesto un título independiente para su 
análisis.   
 
2. Impuesto al Patrimonio creado en el estado emergencia económica, 
social y ecológica (2011 – 2014) 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 215 de la Constitución Política, 
cuando sobrevengan que perturben o amenacen perturbar en forma grave e 
inminente el orden económico, social y ecológico del país, o que constituyan grave 
calamidad pública, puede el Presidente, con la firma de todos los ministros, declarar 
el Estado de Emergencia. Precisamente, el 07 de diciembre del 2010, a través del 




principalmente del fenómeno de la Niña desatado en todo el país, que constituyó 
según el Decreto en mención “un desastre natural de dimensiones extraordinarias 
e imprevisibles, el cual se agudizó en forma inusitada e irresistible en el mes de 
noviembre de 2010”.  
 
En virtud de esta declaratoria el estado de emergencia, se expidió el Decreto 
4825 de 2010 que introdujo un nuevo Impuesto al Patrimonio generado por la 
posesión de riqueza a 1° de enero del 2011, cuyo valor fuera igual o superior a mil 
millones de pesos ($1.000.000.000) e inferior a tres mil millones de pesos 
($3.000.000.000).  
 
Lo especial de este Impuesto es que, al haber sido creado en virtud del estado 
de emergencia, podía tener una destinación especifica (contrario a la regla general 
de destinación de los tributos nacionales). En efecto el artículo 12 del Decreto en 
mención, dispuso que los recursos que se obtuvieran con ocasión de estos nuevos 
ingresos iban a ser transferidos por la Dirección General de Crédito Público y Tesoro 
Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público al Fondo Nacional de 
Calamidades y al Fondo Adaptación, en la medida en que su ejecución fuera siendo 
requerida para atender las necesidades de la emergencia declarada. 
 
A continuación describiremos cada uno de los elementos de este Impuesto: 
2.1. Hecho generador 
 
El impuesto al patrimonio acá referido se generaba por la posesión de riqueza 
a 1° de enero del año 2011, cuyo valor sea igual o superior a mil millones de pesos 
($1.000.000.000) e inferior a tres mil millones de pesos ($3.000.000.000). Nótese 
como buscaba cubrir los rangos de riqueza no regulados por la Ley 1430 de 2010, 
pues en dicha Ley ya se estaba sometiendo a gravamen los patrimonios superiores 




2.2.  Tarifa 
 
La tarifa del impuesto era del uno por ciento (1.0%), cuando el patrimonio 
líquido fuera igual o superior a mil millones de pesos ($1.000.000.000) y hasta dos 
mil millones de pesos ($2.000.000.000). Y del uno punto cuatro por ciento (1.4%), 
cuando el patrimonio líquido fuera superior a dos mil millones de pesos 
($2.000.000.000) e inferior a tres mil millones de pesos ($3.000.000.000). Al igual 
que el Impuesto al Patrimonio creado por la Ley 1370 de 2009, este debía pagarse 
en ocho cuotas iguales durante los años 2011, 2012, 2013 y 2014. 
 
Para efectos de este gravamen, el concepto de riqueza era equivalente al total 
del patrimonio líquido del obligado. 
2.3. Base Gravable  
 
La base imponible del impuesto al patrimonio aquí referido estaba constituida 
por el valor del patrimonio líquido del contribuyente poseído el 1° de enero del año 
2011, excluyendo el valor patrimonial neto de las acciones y aportes poseídos en 
sociedades nacionales, así como los primeros trescientos diecinueve millones 
doscientos quince mil pesos ($319.215.000) del valor de la casa o apartamento de 
habitación. Al igual que la versión del Impuesto al Patrimonio de la Ley 1430 de 
2010, se excluye de la base para liquidar el impuesto al patrimonio, el valor 
patrimonial neto de los activos fijos inmuebles adquiridos y/o destinados al control y 
mejoramiento del medio ambiente por las empresas públicas de acueducto y 
alcantarillado. 
2.4. Sobretasa al Impuesto al Patrimonio 
 
En este mismo Decreto 4825 de 2010, se creó paralelamente una sobretasa 
al impuesto al patrimonio que estaba a cargo de las personas jurídicas, naturales y 




que trata la Ley 1370 de 2009. Esta sobretasa era del veinticinco por ciento (25%) 
del impuesto al patrimonio. 
 
Eso quiere decir que el panorama del Impuesto al Patrimonio y su respectiva 
sobretasa, de la Ley 1370 de 2009 y el Decreto 4825 de 2010 era el siguiente: 
 
 
La Corte Constitucional analizó en la Sentencia C-243 de 2011, si las medidas 
tributarias acá adoptadas eran constitucionales. En efecto, La Corte declaró la 
exequibilidad por considerar que cumple con los requisitos formales y materiales 
que la Constitución exige a los decretos que desarrollan una declaratoria de 
emergencia económica, social y ecológica. La Corte verificó que las dos medidas 
principales del Decreto tienen una conexidad necesaria y proporcional con los 
motivos que llevaron al Gobierno Nacional a declarar el estado de emergencia, 
pues, mediante la creación de un nuevo impuesto y la imposición de una sobretasa 
a uno ya existente, apuntaban a recaudar nuevos recursos que permitirían al  
Estado atender a las víctimas de la calamidad pública que le dio origen, y adelantar 






2.5. Contratos de estabilidad jurídica 
 
El Decreto en mención, a través del artículo 8 introdujo una regla en virtud de 
la cual el impuesto al patrimonio y la sobretasa creados por dicho Decreto no podían 
ser objeto de contratos de estabilidad jurídica, en consecuencia, todos los 
contribuyentes debían liquidar y pagar estos tributos.  
 
En efecto, el artículo 11 de la Ley 963 de 2005 dispone que no se puede 
conceder la estabilidad sobre normas relativas a la obligación de declarar y pagar 
los tributos o inversiones forzosas que el Gobierno Nacional decrete bajo estados 
de excepción, y así lo confirmó la Corte Constitucional2 que no encontró ninguna 
vulneración a la Constitución Política con dicha prohibición.  
 
3. Impuesto a la Riqueza (2015-2018) 
 
El 23 de diciembre de 2014, tal y como se esperaba por la constante 
reiteración, volvió a crearse una nueva versión del Impuesto al Patrimonio, esta vez 
bautizada “Impuesto a la Riqueza”, con los siguientes elementos estructurales:  
3.1. Sujetos Pasivos 
 
Se adicionó el artículo 292-2 del Estatuto Tributario que indicaba que eran 
sujetos pasivos del Impuesto a la Riqueza por los años 2015, 2016, 2017 y 2018: (i) 
las personas naturales, las sucesiones ilíquidas, las personas jurídicas y sociedades 
de hecho, contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios. (ii) las 
personas naturales, nacionales o extranjeras, que no tengan residencia en el país, 
respecto de su riqueza poseída directamente en el país, salvo las excepciones 
previstas en los tratados internacionales y en el derecho interno. (iii) las personas 
naturales, nacionales o extranjeras, que no tengan residencia en el país, respecto 
de su riqueza poseída indirectamente a través de establecimientos permanentes, 
en el país, salvo las excepciones previstas en los tratados internacionales y en el 
 




derecho interno (iv) las sociedades y entidades extranjeras respecto de su riqueza 
poseída directamente en el país, salvo las excepciones previstas en los tratados 
internacionales y en el derecho interno. (v) las sociedades y entidades extranjeras 
respecto de su riqueza poseída indirectamente a través de sucursales o 
establecimientos permanentes en el país, salvo las excepciones previstas en los 
tratados internacionales y en el derecho interno. (vi) Las sucesiones ilíquidas de 
causantes sin residencia en el país al momento de su muerte respecto de su riqueza 
poseída en el país. 
 
Como se puede apreciar, para el caso del Impuesto a la Riqueza existió una 
regulación mucho más amplia de quienes podían considerarse sujetos pasivos, de 
tal manera que se lograra cubrir la mayor cantidad de potenciales contribuyentes.  
 
3.2. Hecho generador 
 
El Impuesto a la Riqueza se generaba por la posesión de la misma al 1° de 
enero del año 2015, cuyo valor fuera igual o superior a $1.000 millones de pesos. 
Para efectos de este gravamen, el concepto de riqueza era equivalente al total del 
patrimonio bruto del contribuyente poseído en la misma fecha menos las deudas a 
cargo del contribuyente vigentes en esa fecha. 
 
Al igual que en las anteriores versiones se dispuso que para Para determinar 
la sujeción pasiva a este impuesto, las sociedades que hayan llevado a cabo 
procesos de escisión y las resultantes de estos procesos, a partir de la vigencia de 
dicha presente ley y hasta el 1° de enero de 2015, debían sumar las riquezas 
poseídas por las sociedades escindidas y beneficiarias, a 1° de enero de 2015. 
 





La base gravable del impuesto a la riqueza era el valor del patrimonio bruto de 
las personas jurídicas y sociedades de hecho poseído a 1° de enero de 2015, 2016 
y 2017 menos las deudas a cargo de las mismas vigentes en esas mismas fechas, 
y en el caso de personas naturales y sucesiones ilíquidas, el patrimonio bruto 
poseído por ellas a 1o de enero de 2015, 2016, 2017 y 2018 menos las deudas a 
cargo de las mismas vigentes en esas mismas fechas, excluyendo el valor 
patrimonial de lo siguientes bienes: (i) en el caso de las personas naturales, las 
primeras 12.200 UVT del valor patrimonial de la casa o apartamento de habitación. 
(ii) El valor patrimonial neto de las acciones, cuotas o partes de interés en 
sociedades nacionales poseídas directamente o a través de fiducias mercantiles o 
fondos de inversión colectiva, fondos de pensiones voluntarias, seguros de 
pensiones voluntarias o seguros de vida individual determinado conforme a las 
siguientes reglas: En el caso de acciones, cuotas o partes de interés de sociedades 
nacionales, poseídas a través de fiducias mercantiles o fondos de inversión 
colectiva, fondos de pensiones voluntarias, seguros de pensiones voluntarias o 
seguros de vida individual el valor patrimonial neto a excluir será el equivalente al 
porcentaje que dichas acciones, cuotas o partes de interés tengan en el total de 
patrimonio bruto del patrimonio autónomo o del fondo de inversión colectiva, del 
fondo de pensiones voluntarias, de la entidad aseguradora de vida, según sea el 
caso, en proporción a la participación del contribuyente. (iii) el valor patrimonial neto 
de los bienes inmuebles de beneficio y uso público de las empresas públicas de 
transporte masivo de pasajeros, así como el valor patrimonial neto de los bancos de 
tierras que posean las empresas públicas territoriales destinadas a vivienda 
prioritaria. (iv) el valor patrimonial neto de los activos fijos inmuebles adquiridos y/o 
destinados al control y mejoramiento del medio ambiente por las empresas públicas 
de acueducto y alcantarillado. (v) El valor de la reserva técnica de Fogafín y 
Fogacoop. (vi) respecto de los contribuyentes de que tratan los numerales 4 y 5 del 
artículo 292-2 del Estatuto Tributario que sean entidades financieras del exterior el 
valor de las operaciones activas de crédito realizadas con residentes fiscales 




mismos. (vii) respecto de los contribuyentes de que tratan los numerales 4 y 5 del 
artículo 292-2 del Estatuto Tributario, el valor de las operaciones de leasing 
internacional así como los rendimientos financieros que de ellas se deriven, cuyos 
objetos sean activos localizados en el territorio nacional. (viii) en el caso de los 
extranjeros con residencia en el país por un término inferior a cinco (5) años, el valor 
total de su patrimonio líquido localizado en el exterior. (ix) Los contribuyentes a que 
se refiere el numeral 4 del artículo 19 de este Estatuto, pueden excluir de su base 
el valor patrimonial de los aportes sociales realizados por sus asociados. 
 
Ahora bien, con el objetivo de evitar cambios sustanciales en las bases 
gravables de un año a otro, se estableció que en caso de que la base gravable del 
impuesto a la riqueza determinada en cualquiera de los años 2016, 2017 y 2018, 
era superior a aquella determinada en el año 2015, la base gravable para cualquiera 
de dichos años será la menor entre la base gravable determinada en el año 2015 
incrementada en el veinticinco por ciento (25%) de la inflación certificada por el 
Departamento Nacional de Estadística para el año inmediatamente anterior al 
declarado y la base gravable determinada en el año en que se declara. Si la base 
gravable del impuesto a la riqueza determinada en cualquiera de los años 2016, 
2017 y 2018, era inferior a aquella determinada en el año 2015, la base gravable 
para cada uno de los años será la mayor entre la base gravable determinada en el 
año 2015 disminuida en el veinticinco por ciento (25%) de la inflación certificada por 
el Departamento Nacional de Estadística para el año inmediatamente anterior al 
declarado y la base gravable determinada en el año en que se declara. 
3.4. Tarifa 
 
En el caso del Impuesto a la Riqueza se determinó unas tarifas marginales 
calculadas de conformidad con ciertos rangos de bases gravables, y a un porcentaje 
que dependía si se trataba de persona natural o jurídica. 
 











Por su parte, si el sujeto pasivo se trataba de una persona natural, las tarifas 






3.5. Análisis de la existencia de una violación a los contratos de estabilidad 
jurídica.  
 
Mediante la Ley 963 de 2005 “por la cual se instaura una ley de estabilidad 
jurídica para los inversionistas en Colombia”, en términos generales, los 
inversionistas celebraron contratos con el Estado para la estabilidad de ciertas 
normas tributarias, las cuales debían quedar dentro de las cláusulas del respectivo 
contrato identificadas específicamente. En ese entendido, muchos contribuyentes 
celebraron contratos de estabilidad jurídica  para efectos tributarios referentes a la 
Ley 1111 de 2006 por medio de la cual se creó el impuesto al patrimonio para los 
años gravables 2007, 2008, 2009 y 2010.  
 
En ese sentido, ciertos contribuyentes contaban con un contrato de estabilidad 
jurídica que estabilizó el mencionado impuesto al patrimonio y su obligación de 
pagarlo sólo estuvo vigente hasta el año 2010.  
 
Ahora bien, con la expedición de la Ley 1739 de 2014 el legislador creó el 
Impuesto a la Riqueza el cual estaría vigente por los años 2015, 2016, 2017 y 2018, 
mismo que en mi opinión resultó ser sólo una extensión en el tiempo del impuesto 
al patrimonio.  
 
Desconociendo lo anterior, la DIAN exigió el pago a dichos contribuyentes y 
negó las solicitudes de devolución, pues fundamentó su actuar manifestando que 




por ello no era posible predicar que el impuesto a la riqueza se encontrara 
estabilizado conforme el contrato que se había suscrito  
 
No obstante, en mi opinión y como se demostrará a continuación la DIAN está 
realizado una indebida interpretación acerca de las normas que dieron origen a los 
impuestos al patrimonio y riqueza que se discuten, pues entiende que las mismas 
crearon tributos esencialmente diferentes, lo cual no es correcto toda vez que la Ley 
1739 de 2014 determinó el mismo impuesto otorgándole un nombre diferente. 
 
Ahora, debemos recordar que el artículo 1 de la ley 963 de 2005 (inciso 
segundo), determina la garantía con la que cuentan los inversionistas al momento 
de suscribir contratos de estabilidad jurídica, la cual está siendo desconocida por 
parte de la DIAN en esta oportunidad. Veamos: 
 
“Artículo 1°. Contratos de estabilidad jurídica. Se establecen los contratos de 
estabilidad jurídica con la finalidad de promover inversiones nuevas y de ampliar las 
existentes en el territorio nacional. 
  
Mediante estos contratos, el Estado garantiza a los inversionistas que los 
suscriban, que si durante su vigencia se modifica en forma adversa a estos 
alguna de las normas que haya sido identificada en los contratos como 
determinante de la inversión, los inversionistas tendrán derecho a que se les 
continúen aplicando dichas normas por el término de duración del contrato 
respectivo.” (Negrilla fuera del texto original). 
 
La violación al citado artículo 1 de la Ley 963 radica en que estaba prohibido 
aplicarle al inversionista una modificación adversa a una norma que había 





El propósito que tuvo el legislador con la mencionada Ley en relación con los 
contratos de estabilidad jurídica fue asegurar que la inversión se rigiera por el marco 
normativo vigente a la fecha de celebración del contrato y no por leyes posteriores 
que lo modificaran. En el presente caso, se estabilizó la Ley 1111 de 2006 que luego 
fue modificada de forma adversa por la Ley 1739 de 2014, que por tal razón no tenía 
fundamento legal para aplicarse. 
 
Ahora bien, en la sentencia C- 320 de 2006 la Corte Constitucional concluyó 
que con la celebración de los contratos de estabilidad jurídica el Estado garantiza a 
los contribuyentes un marco normativo específico por el término de duración del 
respectivo contrato, así: 
 
“(…) frente a los inversionistas nacionales o extranjeros que celebren los 
contratos de estabilidad jurídica, el Estado entra a garantizarles que, si durante 
la vigencia de estos últimos, es decir, entre 3 y 20 años,  se les modifica alguna 
de las normas que hayan sido identificadas en los contratos como 
determinantes para llevar a cabo la inversión, los inversionistas tendrán 
derecho a que se les continúen aplicando “dichas normas por el término de 
duración del contrato respectivo”, normas jurídicas que, a su vez, 
comprenden determinados artículos, incisos, ordinales, numerales, literales y 
parágrafos específicos de leyes, decretos o actos administrativos de carácter 
general, así como las interpretaciones administrativas vinculantes efectuadas 
por los organismos y entidades de los sectores central y descentralizado por 
servicios que integran la rama ejecutiva del poder público en el orden nacional 
a los que se refiere el artículo 38 de la Ley 489 de 1998, las Comisiones de 
Regulación y los organismos estatales sujetos a regímenes especiales 
contemplados en el artículo 4º de la misma ley, exceptuando el Banco de la 





Con la entrada en vigencia de la Ley 1739 de 2014 la DIAN no debió interpretar 
que el legislador reguló un impuesto nuevo o distinto al impuesto al patrimonio. La 
errónea interpretación de que es un impuesto nuevo hizo que la DIAN considerara 
a estas sociedades como sujeto pasivo del supuesto “nuevo” impuesto a la riqueza 
lo cual concluyó en un pago indebido. Como veremos más adelante la DIAN se 
justifica en la tesis de que la Ley 1739 de 2014 no trajo consigo el mismo impuesto 
al patrimonio, sino que dio vida a un impuesto nuevo. 
 
Al revisar el artículo 1 de la Ley 1739 de 2014 en cuanto a sus elementos 
(hecho generador, sujeto activo, sujeto pasivo, base gravable y tarifa) se puede 
evidenciar que en efecto corresponde al mismo impuesto al patrimonio. 
 
Por lo anterior es que la DIAN antes de considerarlos como sujetos pasivos 
del impuesto a la riqueza debió comparar los elementos del impuesto al patrimonio 
de la Ley 1111 de 2006 y el impuesto a la riqueza de la Ley 1739 de 2014. Además, 
la DIAN debió tener presente la particular importancia que reviste la celebración en 
el año 2009 de los contratos de estabilidad jurídica que contenía una cláusula que 
se refiere al impuesto al patrimonio consagrado en la Ley 1111 de 2006, que 
señalaba que cualquier modificación adversa de esa norma no tendría aplicación 
para el inversionista. 
 
A continuación, hacemos una comparación del impuesto al patrimonio (Ley 
1111 de 2006) y el impuesto a la riqueza (Ley 1739 de 2014) en cuanto a los 
elementos del tributo: Sujeto Activo y Pasivo, Hecho generador y base gravable, 
anticipándonos a la conclusión de que se trata del mismo impuesto, pero con distinto 
nombre. Veamos: 
 





Ley 1111 DE 2006 Ley 1739 DE 2014 
Artículo 292. (…) personas jurídicas, 
naturales y sociedades de hecho, 
contribuyentes declarantes del 
impuesto sobre la renta. 
Artículo 292-2.  (…) 
Las personas naturales, las 
sucesiones ilíquidas, las personas 
jurídicas y sociedades de hecho, 
contribuyentes del impuesto sobre la 
renta y complementarios. 
 
Nótese como las nociones de Sujeto Activo (El Estado a través de la DIAN), y 
Sujeto Pasivo (Personas jurídicas, naturales y sociedades de hecho) son idénticas 
para ambos casos.  
 
Hecho Generador del Impuesto. 
 
Ley 1111 de 2006 (Norma 
estabilizada) 
Ley 1739 DE 2014 
Ley 1111 art. 27 
Artículo 293. Hecho generador. El 
impuesto a que se refiere el artículo 
anterior se genera por la posesión de 
riqueza a 1° de enero del año 2007, 
cuyo valor sea igual o superior a tres 
mil millones de pesos 
($3.000.000.000) 
 
Ley 1739 art. 3 
Artículo 294-2. Hecho 
generador. El Impuesto a la 
Riqueza se genera por la 
posesión de la misma al 1° de 
enero del año 2015, cuyo valor 
sea igual o superior a $1.000 
millones de pesos. Para efectos 
de este gravamen, el concepto de 
riqueza es equivalente al total del 
patrimonio bruto del contribuyente 
poseído en la misma fecha menos 




contribuyente vigentes en esa 
fecha. 
 
De lo anterior, fácilmente podemos concluir que el hecho generador de los 
impuestos regulados por las leyes 1111 de 2006 y 1739 de 2014 es la posesión de 
riqueza, de suerte que, no cabe duda que los dos impuestos comparten el elemento 
central de la definición de la materia imponible objeto de gravamen, la cual deviene 
en el nacimiento de la obligación tributaria sustancial. 
 
En otras palabras, el supuesto de hecho, revelador de la capacidad 
económica, tanto en el impuesto al patrimonio previsto en la Ley 1111 de 2006 como 
en el impuesto a la riqueza, el cual origina el nacimiento de la obligación tributaria, 
es la posesión de riqueza. 
 
Aclarado lo anterior, debe repararse en el sentido claro e inequívoco que para 
determinar el alcance del hecho generador de los tributos objeto de análisis, es 
menester determinar con certeza la noción de “posesión de riqueza”, aspecto que 
para esos tributos fue definido por el Legislador sobre las mismas bases, todo lo 
cual, la posesión de riqueza coincide con la noción del patrimonio líquido del 
contribuyente. Veamos: 
 
Ley 1111 de 2006 (Norma 
estabilizada) 
Ley 1739 de 2014 
Ley 1111 art. 25 
Artículo 292. Por los años gravables 
2007, 2008, 2009 y 2010, créase el 
impuesto al patrimonio a cargo de las 
personas jurídicas, naturales y 
sociedades de hecho, contribuyentes 
Ley 1739 art. 3 
“Artículo 294-2. Hecho generador. El 
Impuesto a la Riqueza se genera por 
la posesión de la misma al 1o de 
enero del año 2015, cuyo valor sea 




declarantes del impuesto sobre la 
renta. Para efectos de este 
gravamen, el concepto de riqueza 
es equivalente al total del 
patrimonio líquido del obligado. 
pesos. Para efectos de este 
gravamen, el concepto de riqueza 
es equivalente al total del 
patrimonio bruto del contribuyente 
poseído en la misma fecha menos 
las deudas a cargo del 
contribuyente vigentes en esa 
fecha. 
 
Base Gravable del Impuesto. 
 
Ley 1111 de 2006 (Norma 
estabilizada) 
Ley 1739 DE 2014 
Ley 1111 art. 28 
Artículo 295. Base gravable. La base 
imponible del impuesto al patrimonio 
está constituida por el valor del 
patrimonio líquido del contribuyente 
poseído el 1o de enero del año 2007, 
determinado conforme lo previsto en el 
Título II del Libro I de este Estatuto, 
excluyendo el valor patrimonial neto de 
las acciones o aportes poseídos en 
sociedades nacionales, así como los 
primeros doscientos veinte millones de 
pesos ($220.000.000) del valor de la 
casa o apartamento de habitación. 
Ley 1739 art. 4 
Artículo 295-2. Base Gravable. La 
base gravable del impuesto a la 
riqueza es el valor del patrimonio 
bruto de las personas jurídicas y 
sociedades de hecho poseído a 1o 
de enero de 2015, 2016 y 2017 
menos las deudas a cargo de las 
mismas vigentes en esas mismas 
fechas, y en el caso de personas 
naturales y sucesiones ilíquidas, el 
patrimonio bruto poseído por ellas a 
1o de enero de 2015, 2016, 2017 y 
2018 menos las deudas a cargo de 
las mismas vigentes en esas 




ambos casos conforme a lo previsto 
en el Título II del Libro I de este 
Estatuto (…). 
 
Nótese como la noción de base gravable contenida en el artículo 28 de la Ley 
1111 del 2006 (art. 295 E.T.) y el contenido en la Ley 1739 (art. 295-2 E.T.), 
corresponden a la misma noción, “patrimonio líquido” que es lo mismo que 
“patrimonio bruto menos las deudas”. 
 
En suma, que la Ley 1739 de 2014 haya incluido nuevos sujetos pasivos, de 
ninguna manera, puede derivar en la interpretación errónea de que el impuesto a la 
riqueza es un tributo nuevo como lo ha pretendido la Administración Tributaria. 
 
Dilucidados los aspectos anteriores, y no puede ser de otra manera, es 
indudable que los simples cambios formales en el nombre del impuesto o las 
simples modificaciones en alguno de los elementos del tributo pueden considerarse 
determinantes para afirmar que el impuesto a la riqueza es un impuesto totalmente 
nuevo y distinto al estabilizado por los contribuyentes. 
 
Lo anterior, cobra mayor relevancia si se tiene en cuenta que el hecho 
imponible del impuesto a la riqueza se identifica claramente con el previsto para el 
impuesto al patrimonio de la Ley 1111 de 2006, esto es, el patrimonio como 
supuesto indicativo de capacidad contributiva, respecto del cual, la posesión de 
cierto monto de ese patrimonio implicaría el nacimiento de la obligación tributaria 
sustancial de pagar el respectivo tributo. 
 
Así las cosas, ineludiblemente, la expedición de la Ley 1739 de 2014 y la 
interpretación de la Administración Tributaria al pretender gravar con el impuesto a 
la riqueza el patrimonio, constituyen una modificación normativa adversa, aun 




tributo, que en materia imponible, es idéntico al impuesto al patrimonio de la Ley 
1111 de 2006.  
 
Ahora bien, es importante resaltar que como antecedente que soporta esta 
posición, en el año 2016 el Consejo de Estado en sentencia de nulidad N° 18636 
del 30 de agosto de 2016 anuló la tesis de la DIAN de que el legislador estaba 
creando un “nuevo” impuesto al patrimonio. 
 
En efecto, mediante la Sentencia3 en mención se decretó la nulidad del 
Concepto 098797 del 28 de diciembre de 2010 emitido por la DIAN. Dicho concepto 
llegaba a la conclusión de que el impuesto al patrimonio es un nuevo impuesto 
diferentes al que se estableció en la Ley 111 de 2006, siendo que, como 
acertadamente lo manifestó el Consejo de Estado en el fallo citado: 
 
 “así el legislador haya optado por decir que la Ley 1370 creaba el impuesto al 
patrimonio de 2011, lo realmente determinante es que son comunes los elementos 
estructurales del impuesto al patrimonio regulado por las leyes 1111 y 1370. Y eso 
resulta determinante para concluir que, contra lo dicho en el acto demandado, la 
Ley 1370 prorrogó, extendió, la vigencia del impuesto al patrimonio de la Ley 1111, 
mas no que creó un nuevo impuesto”.  
 
Así las cosas, el fallo de nulidad es de máxima referencia para este caso, pues 
en efecto confirma la tesis acá expuesta y deja sin ningún fundamento la tesis en la 
cual se ha basado la DIAN para negar las solicitudes de devolución presentadas por 
los contribuyentes. El Consejo de Estado en la sentencia mencionada comparó el 
impuesto al patrimonio de la Ley 1111 de 2006 con el impuesto al patrimonio de la 
Ley 1370 de 2009 y arribó a la conclusión de que se trató de la extensión en el 
tiempo del primer impuesto. 
 





Para efectos de este análisis es vital la comparación que efectuó el Honorable 
Consejo de Estado puesto que teniendo en cuenta los elementos del tributo, hecho 
generador, sujeto activo, base gravable y tarifa concluyó que se trató del mismo 
impuesto con sus respectivas consecuencias favorables para los inversionistas. Me 
permito citar las conclusiones del fallo: 
 
A simple vista, es válido que el legislador haya optado por la técnica de 
incorporar nuevos artículos al Estatuto Tributario, pues ciertamente eso hace parte 
de la libertad de configuración de la ley. Pero lo cierto es que ese simple argumento 
no permite afianzar la idea de que es nuevo el impuesto al patrimonio de la Ley 
1370. No basta decir que es nuevo, cuando lo cierto es que simplemente 
amplió la vigencia de un impuesto que, como se dijo, venía rigiendo desde la 
Ley 863. 
 
Segunda. Más que decir que la Ley 1370 no modificó la Ley 1111 y que, por 
tanto, adoptó el «nuevo impuesto al patrimonio» para el año 2011, la DIAN debió 
detenerse a examinar si existía algún tipo de coincidencia, de relación, entre el 
impuesto al patrimonio de la Ley 1111 y el de la Ley 1370, porque eso al final 
le habría permitido concluir que la Ley 1370 simplemente prorrogó la vigencia 
del impuesto al patrimonio de la Ley 1111. Veamos. 
 
i) Los artículos 292-1, 293-1, 294-1, 295-1, 296-1 ET (que son los que adicionó 
la Ley 1370), en términos generales, coinciden con los artículos 292 a 295 ET (que 
corresponden a los artículos 25 a 28 de la Ley 1111). De modo que los sujetos 
pasivos, el hecho generador y la determinación de la base gravable son, a 





ii) Las leyes 1111 y 1370 coinciden en tener a la riqueza, como la materia 
imponible, que equivale, para los efectos del impuesto regulado en las dos normas, 
al patrimonio líquido, que debía determinarse según las reglas del artículo 282 ET. 
 
iii) El impuesto al patrimonio regulado por las leyes 1111 y 1370 recae sobre 
las personas jurídicas, naturales y sociedades de hecho, contribuyentes declarantes 
del impuesto sobre la renta, es decir, en ambas leyes coinciden en el mismo 
sujeto pasivo. 
 
iv) En cuanto al hecho generador, ambas leyes establecen que el impuesto se 
genera por la posesión de riqueza igual o superior a $ 3.000.000.0000. Por razones 
obvias, la única diferencia que existe es que en la Ley 1111 la base se calculaba 
el 1º de enero de cada año gravado (2007 a 2010), en tanto que en la Ley 1370 
debía verificarse el primero de enero de 2011. 
 
v) La base gravable también coincide en las Leyes 1111 y 1370, que, como ya 
se advirtió, corresponde al patrimonio líquido, determinado según las reglas del 
artículo 282 ET. Además, tanto la Ley 1111 como la Ley 1370 permiten excluir de la 
base gravable el valor de las acciones o participaciones en sociedades nacionales 
y, hasta cierto monto, el de la casa de habitación. 
 
Lo anterior permite a la Sala concluir que, a pesar de que formalmente la Ley 
1370 aluda a la creación del «nuevo impuesto al patrimonio» del año 2011, lo que 
realmente ocurrió es que la Ley 1370 prorrogó la vigencia de la Ley 1111, que 
inicialmente fijó el impuesto por los periodos 2007 a 2010, para establecer el 
impuesto al patrimonio también para el año 2011. 
 
Se repite: en ambas leyes son comunes los elementos estructurales del 
tributo (sujetos pasivos, el hecho generador y la base gravable). Y, en últimas, 




posesión de riqueza, aunque por razones de técnica legislativa el impuesto se 
haya denominado como «nuevo impuesto al patrimonio”4 (Negrillas fuera del 
texto original) 
 
En efecto, repárese que el Consejo de Estado, a diferencia de la DIAN, realizó 
un análisis juicioso de la Ley 1370 de 2009 en comparación con la Ley 1111 de 
2006, de suerte que identificó sin necesidad de mayores elucubraciones que el 
supuesto “nuevo” impuesto al patrimonio reunía los mismos elementos estructurales 
del impuesto al patrimonio de la Ley 1111 de 2006, con lo cual era simple y 
llanamente su extensión en el tiempo. 
 
En este punto es importante resaltar que la posición del Consejo de Estado ha 
sido uniforme en vista de los diferentes pronunciamientos del Despacho en los 
siguientes términos:  
 
• Sentencia N° 22757 del 26 de julio del 2017, C.P. Stella Jeannette 
Carvajal Basto 
 
“(…) el impuesto al patrimonio consagrado en la Ley 1370 de 2009 es una 
prórroga de la Ley 1111 de 2006, de esta forma, para la Sala, la demandante no 
es sujeto pasivo de la prolongación del impuesto al patrimonio previsto en la 
Ley 1370 de 2009, pues al haber suscrito un contrato de estabilidad jurídica 
sobre las normas relativas al impuesto al patrimonio y por el término de 6 
años, cualquier modificación sobre las normas relativas a este impuesto no le 
son aplicables “.(Negrillas fuera del texto original) 
 
• Sentencia N° 22145 del 2 de marzo de 2017, C.P. Stella Jeannette 
Carvajal Basto 
 





“La Ley 1370 no creó un nuevo impuesto al patrimonio, sino que extendió, 
prorrogó, la vigencia del impuesto al patrimonio que venía regulando la Ley 1111. 
La consecuencia de esa interpretación es que el impuesto al patrimonio de la Ley 
1370 esté amparado por el régimen de estabilidad jurídica de la Ley 963, por el 
tiempo que se pacte, siempre que en el contrato de estabilidad jurídica se hubiera 
identificado expresamente el impuesto al patrimonio regulado por la Ley 1111.“  
 
•  Sentencia N° 20488 del 13 de octubre de 2016, C.P. Jorge Octavio 
Ramírez Ramírez 
 
“(…) al ser declarada sin valor la declaración del impuesto al patrimonio, el 
restablecimiento del derecho que se deriva es la devolución de las sumas pagadas 
por $2.101.112.000 , como primera cuota del impuesto al patrimonio del 2011, junto 
con los intereses corrientes a la tasa señalada en el artículo 864 del Estatuto 
Tributario, desde la fecha de notificación del acto que negó la solicitud de dejar sin 
efecto la declaración presentada por la sociedad por impuesto al patrimonio 2011, 
hasta la ejecutoria de esta providencia, e intereses moratorios desde el día siguiente 
a la ejecutoria de esta sentencia hasta la fecha del giro del cheque, emisión del título 
o consignación, también a la tasa prevista en el artículo 864 ib.“ 
 
Así las cosas en todos los pronunciamientos previamente citados el Consejo 
de Estado llegó a la misma conclusión: Que en efecto, el nuevo impuesto no era 
más que una extensión al impuesto al patrimonio y en ese entendido, el demandante 
no era sujeto pasivo del impuesto al patrimonio debido a que suscribió un contrato 
de estabilidad jurídica sobre precisamente las normas relativas al este impuesto, 
por lo que la modificación adversa legislativa tributaria surgida con la Ley 1370 de 





Así pues, la conclusión basada en todos los argumentos plasmados en este 
capítulo es que dichos contribuyentes no deberían ser sujetos pasivos del impuesto 
a la riqueza. 
 
4. Impuesto al Patrimonio en la Ley de Financiamiento (2019) 
 
El día 28 de diciembre se expidió la Ley 1943 más conocida como la “Ley de 
Financiamiento”, que adicionó nuevamente el Impuesto al Patrimonio, el cual 
inicialmente estaba previsto por los años 2019, 2020 y 2021, sin embargo, como lo 
veremos más adelante sólo tuvo efectos por el año 2019 como consecuencia de la 
declaratoria de inexequibilidad de la Ley 1943 de 2018 decretada por parte de la 
Corte Constitucional.  
 
A continuación haremos una breve referencia a sus elementos para continuar 
con el análisis de ciertos aspectos problemáticos en su aplicación: 
4.1. Sujetos Pasivos  
 
Los sujetos pasivos de esta versión del Impuesto al Patrimonio eran: (i) las 
personas naturales, las sucesiones ilíquidas, contribuyentes del impuesto sobre la 
renta y complementarios; (ii) las personas naturales, nacionales o extranjeras, que 
no tengan residencia en el país, respecto de su patrimonio poseído directamente en 
el país, salvo las excepciones previstas en los tratados internacionales y en el 
derecho interno; (iii) las personas naturales, nacionales o extranjeras, que no tengan 
residencia en el país, respecto de su patrimonio poseído indirectamente a través de 
establecimientos permanentes, en el país, salvo las excepciones previstas en los 
tratados internacionales y en el derecho interno. (iv) las sucesiones ilíquidas de 
causantes sin residencia en el país al momento de su muerte respecto de su 
patrimonio poseído en el país. (v) las sociedades o entidades extranjeras que no 
sean declarantes del impuesto sobre la renta en el país, y que posean bienes 




portafolio, como inmuebles, yates, botes, lanchas, obras de arte, aeronaves o 
derechos mineros o petroleros.  
 
Acá es preciso advertir que existen ciertas dificultades prácticas en la 
determinación de ciertos sujetos pasivos, como es el caso de las sociedades o 
entidades extranjeras que no sean declarantes de renta y que posean bienes en 
Colombia como acciones, cuentas por cobrar y/o inversiones en portafolio, sin 
embargo, hemos dispuesto dicho análisis de manera extensa en el capítulo 3 del 
presente trabajo.   
4.2. Hecho generador 
 
Bajo esta versión de Impuesto al Patrimonio, el impuesto se genera por la 
posesión del mismo al 1 de enero del año 2019, cuyo valor sea igual o superior a 
cinco mil ($5.000) millones de pesos. Para efectos de este gravamen, el concepto 
de patrimonio es equivalente al patrimonio líquido, calculado tomando el total del 
patrimonio bruto del contribuyente persona natural poseído en la misma fecha 
menos las deudas a cargo del contribuyente vigentes en esa fecha. 
4.3. Base gravable 
 
La base gravable de esta versión del impuesto al patrimonio era el valor del 
patrimonio bruto de las personas naturales, sucesiones ilíquidas y sociedades o 
entidades extranjeras poseído a 1 de enero de 2019, 2020 y 2021 menos las deudas 
a cargo de los mismos vigentes en esas mismas fechas, excluyendo el valor 
patrimonial que tengan al 1 de enero de 2019, 2020 y 2021 para las personas 
naturales, las sucesiones ilíquidas y sociedades o entidades extranjeras, los 
siguientes bienes: (i) en el caso de las personas naturales, las primeras 13.500 UVT 
del valor patrimonial de su casa o apartamento de habitación. Esta exclusión aplica 
únicamente respecto a la casa o apartamento en donde efectivamente viva la 
persona natural la mayor parte del tiempo, por lo que no quedan cobijados por esta 




cumpla con la condición de ser el lugar en donde habita la persona natural. (iii) el 
cincuenta por ciento (50%) del valor patrimonial de los bienes objeto del impuesto 
complementario de normalización tributaria que sean declarados en el periodo 
gravable 2019 y que hayan sido repatriados al país de forma permanente. 
 
Es importante resaltar que la disposición reguló los casos en donde existieran 
cambios sustanciales en la determinación de la base gravable de un año a otro. Así, 
en caso de que la base gravable del impuesto al patrimonio determinado en 
cualquiera de los años 2020 y 2021, fuera superior a aquella determinada en el año 
2019, la base gravable para cualquiera de dichos años era la menor entre la base 
gravable determinada en el año 2019 incrementada en el veinticinco por ciento 
(25%) de la inflación certificada por el Departamento Nacional de Estadística 
(DANE) para el año inmediatamente anterior al declarado y la base gravable 
determinada en el año en que se declara. Si la base gravable del impuesto al 
patrimonio determinada en cualquiera de los años 2020 y 2021, era inferior a aquella 
determinada en el año 2019, la base gravable para cada uno de los años era la 
mayor entre la base gravable determinada en el año 2019 disminuida en el 
veinticinco por ciento (25%) de la inflación certificada por el Departamento Nacional 
de Estadística (DANE) para el año inmediatamente anterior al declarado y la base 
gravable determinada en el año en que se declara. 
4.4. Tarifa 
 
Extrañamente y cambiando la lógica de la anterior versión de este Impuesto, 
para esta ocasión no se determinaron tarifas marginales ni progresivas en función 
de la base gravable, por el contrario, simplemente se indicó que la tarifa era del 1% 
por cada año. 
 
Ahora bien, una de las novedades introducidos por la Ley de Financiamiento 
a la regulación del Impuesto sobre la Renta, fue permitir a los contribuyentes la 




con las reglas fijadas en el artículo 115 del Estatuto Tributario. Sin embargo, para el 
caso del Impuesto al Patrimonio se estableció expresamente que en ningún caso el 
valor cancelado por concepto del impuesto al patrimonio, ni su complementario de 
normalización tributaria eran deducibles o descontables en el impuesto sobre la 
renta y complementarios, ni podían ser compensados con estos ni con otros 
impuestos. 
4.5. Declaratoria de inexequibilidad de la Ley de Financiamiento 
 
La Ley Estatutaria de la Administración de Justicia -Ley 270 de 1996- dispone 
en su artículo 270 lo siguiente: 
 
“Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a 
su control en los términos del artículo 241 de la Constitución Política, tienen efectos 
hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario.” (Subrayado y negrilla 
por fuera del texto original) 
 
En ese sentido, los fallos de constitucionalidad tienen efectos a futuro y 
solamente tendrán efectos al pasado (retroactivos) cuando expresamente lo 
disponga de esa manera la Corte Constitucional en el respectivo fallo. En la misma 
línea, la Corte Constitucional en reciente Sentencia de Unificación SU037 del 2019, 
indicó cuales son los efectos de las sentencias de inconstitucionalidad en los 
siguientes términos: 
 
“5.5. Así las cosas, en la actualidad, por regla general y salvo que se indique 
expresamente algo diferente en el fallo, la declaratoria de inexequibilidad de una 
disposición tiene efectos hacia futuro (ex nunc) y esto, según lo ha explicado esta 
Corte, encuentra sustento en los principios de seguridad jurídica y democrático, 
los cuales implican “la presunción de constitucionalidad de las normas que integran 
el sistema jurídico” mientras ella no sea desvirtuada por este Tribunal en una 






5.6. En este orden de ideas, cuando esta Corporación declara la 
inconstitucionalidad de una norma sin retrotraer los efectos de su determinación, 
convalida de contera las situaciones jurídicas consolidadas a su amparo entre 
el instante en el que entró en vigencia y la fecha de la sentencia, pues las 
actuaciones adelantadas en ese lapso, en principio, se reputan como legítimas por 
haber sido ejecutadas en consonancia con el derecho positivo vigente. 
 
5.7. No obstante lo anterior, debe tenerse en cuenta que este Tribunal tiene la 
potestad para excepcionar la mencionada regla de efectos ex nunc y determinar 
otras consecuencias temporales para sus fallos de inexequibilidad, lo que ha 
sido justificado en su misión de garantizar la supremacía e integridad de la 
Carta Política, la cual no sólo exige determinar si una disposición desconoce o no 
el texto fundamental, sino también el instante desde el cual se debe entender 
expulsado del ordenamiento jurídico un precepto que es hallado incompatible con 
la Constitución.” (Subrayado y negrilla por fuera del texto original) 
 
Como se puede apreciar, la Corte Constitucional por regla general profiere 
fallos con efectos hacia el futuro en aras de preservar la seguridad jurídica y respetar 
las situaciones jurídicas consolidadas, pero sin en un determinado caso encuentra 
que existen razones para otorgar efectos retroactivos a los fallos, puede 
válidamente hacerlo en los términos antes indicados. 
 
No obstante lo anterior, en el caso de la Ley de Financiamiento la Corte 
Constitucional en Sentencia C-481 de 2019 resolvió declarar la inexequibilidad de 
la Ley de financiamiento con efectos diferidos en el tiempo, de tal manera que la 
declaratoria de inexequibilidad surtiría efectos a partir del primero (1o.) de enero de 
dos mil veinte (2020), a fin de que el Congreso, dentro de la potestad de 
configuración que le es propia, expida el régimen que ratifique, derogue, modifique 




dicho fallo sólo se producían hacia el futuro y, en consecuencia en ningún caso se 
podrían afectar las situaciones jurídicas consolidadas. 
 
La razón por lo que la Corte concluyó que existió un vicio insubsanable, fue 
porque no se llevó a cabo una de las etapas estructurales del proceso legislativo, 
como es el debate en la plenaria de la Cámara de Representantes. Ahora bien, la 
Corte indicó que en caso de que para el treinta y uno (31) de diciembre de dos mil 
diecinueve (2019) no se hubiere promulgado y publicado una nueva ley, operaba la 
reviviscencia de manera simultánea de las normas derogadas o modificadas por la 
Ley 1943 de 2018.  
 
Pues bien, el Congreso finalmente promulgó la respectiva Reforma Tributaria, 
Ley 2010 de 2020 más conocida como “Ley de Crecimiento”, y que se analizará a 
continuación. 
 
5. Impuesto al Patrimonio en la Ley de Crecimiento (2020-2021) 
 
 
La idea principal de la Le de Crecimiento era reproducir en su integridad la Ley 
de Financiamiento, de tal manera que simplemente se hicieran algunos ajustes en 
las fechas y ciertas disposiciones que requerían aclaración. Y en definitiva así lo 
hizo, por tal motivo no será necesario a volver a describir cada uno de los elementos 
del Impuesto y simplemente haremos referencia a los principales cambios y/o 
ajustes realizados al anterior texto. 
5.1. Ajustes en la fecha del hecho generador ¿Nuevos sujetos pasivos?  
 
Esta nueva versión del Impuesto al patrimonio establece que el hecho 
generador se da por la posesión de un patrimonio al 1 de enero del año 2020, cuyo 
valor sea igual o superior a cinco mil ($5.000) millones de pesos. Quiere decir lo 
anterior que, existe un nuevo hecho generador que se toma como referencia el 1 de 
enero del 2020, por lo que puede suceder lo siguiente: (i) Que un Contribuyente 




para esta nueva versión pues para el 1° de enero no tenía el patrimonio suficiente 
para ser sujeto pasivo. (ii) Por el contrario, puede suceder que un Contribuyente que 
no haya sido sujeto pasivo del Impuesto al Patrimonio para el año 2019, ahora lo 
sea para esta nueva versión pues para el 1° de enero ya tenía el patrimonio 
suficiente para ser sujeto pasivo. 
 
Es importante resaltar que una vez comprobado el hecho generador al 1 de 
enero del 2020, el impuesto se causará por los años gravables 2020 y 2021 a la 
misma tarifa del 1% sobre la base gravable.  
5.2. Ajustes en la base gravable y destinación del recaudo. 
 
Una de las novedades en esta versión del Impuesto al Patrimonio es que se 
permite depurar de la base gravable el cincuenta por ciento (50%) del valor 
patrimonial de los bienes objeto del impuesto complementario de normalización 
tributaria que hayan sido declarados en el período gravable 2020 y que hayan sido 
repatriados a Colombia e invertidos con vocación de permanencia en el país. 
 
Por otra parte, se modificó el artículo 296-2 del Estatuto Tributario de tal 
manera que, con el fin de contribuir al bienestar general y al mejoramiento de la 
calidad de vida de la población, el setenta y cinco (75%) del recaudo por concepto 
de este Impuesto al Patrimonio se destinará a la financiación de inversiones en el 
sector agropecuario. 
 
Por último, es importante resaltar que en el capítulo 3 del presente trabajó se 
analizará los eventuales problemas de equidad tributaria por la inexistencia de una 









1. Antecedentes históricos del Impuesto de Normalización Tributaria (2015 
– 2017) 
 
La primera versión del Impuesto de Normalización Tributaria fue creada con la 
Ley 1739 de 2014, como un impuesto complementario al Impuesto a la Riqueza, el 
cual estaba a cargo de los contribuyentes del Impuesto a la Riqueza y los 
declarantes voluntarios de dicho impuesto, que tuvieran activos omitidos. En 
definitiva, el hecho generador de dicha versión de normalización era la posesión de 
activos omitidos y pasivos inexistentes a 1 de enero de 2015, 2016 y 2017. 
 
1.1. Aspectos relevantes de la primera versión de Normalización Tributaria. 
 
Como primer aspecto relevante, es que la misma Ley definió que se entiende 
por activos omitidos y que por pasivos inexistente. En ese sentido, se entendía por 
activos omitidos aquellos que no fueron incluidos en las declaraciones de impuestos 
nacionales existiendo la obligación legal de hacerlo. Por su parte, se entendía por 
pasivo inexistente, el declarado en las declaraciones de impuestos nacionales con 
el único fin de aminorar o disminuir la carga tributaria a cargo del contribuyente. 
 
Respecto a la base gravable, era valor patrimonial de los activos omitidos 
determinado conforme a las reglas del Título II del Libro I del Estatuto Tributario o 
el autoavalúo que establezca el contribuyente, el cual debía corresponder, como 
mínimo, al valor patrimonial de los activos omitidos determinado conforme a las 
reglas del Título II del Libro I del Estatuto Tributario. 
 
La base gravable de los bienes que eran objeto del impuesto complementario 
de normalización tributaria era considerada como el precio de adquisición de dichos 




aplicable las siguientes tarifas: (i) 10% para el año 2015; (ii) 11,5% para el año 2016, 
(iii) 13% para el año 2017.  
 
Un asunto bastante importante tiene que ver con la renta por comparación 
patrimonial, figura que busca castigar la omisión de ingresos, de tal manera que, si 
un contribuyente aumenta su patrimonio de un año a otro sin que existan ingresos 
que lo justifiquen, dicha diferencia será considerada como renta liquida en el año de 
determinación. Pues bien, la norma dispuso que el incremento patrimonial que 
pudiera generarse no dará lugar a la determinación de renta gravable por el sistema 
de comparación patrimonial, ni generará renta líquida gravable por activos omitidos 
en el año en que se declaren ni en los años anteriores respecto de las declaraciones 
del Impuesto sobre la Renta y CREE.  
 
Claramente la normalización tributaria de los activos no implicaba la 
legalización de los activos cuyo origen fuere ilícito o estuvieren relacionados, directa 
o indirectamente, con el lavado de activos o la financiación del terrorismo. 
1.2. ¿Impuesto o amnistía tributaria?  
 
Una de las principales dificultades y debates que suscitó esta primera versión 
del Impuesto al Patrimonio, fue determinar si se trataba de un tributo o por el 
contrario de una especie de amnistía tributaria y por ende contrario a nuestro 
ordenamiento jurídico tributario.  
 
Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional en varias oportunidades ha 
analizado e incluso declarado inexequibles disposiciones por ser consideradas 
amnistías desproporcionales. En efecto en la Sentencia C-511 de 1996 declaró la 
inexequibilidad, sin efectos retroactivos, de una serie de saneamientos, previstos en 
los artículos 238, 239, 241, 242, 243, 244 y 245 de la Ley 223 de 1995, por 
considerar que si bien las medidas allí previstas son eficaces e idóneas para lograr 




La Corte Constitucional ha sido muy cuidadosa al analizar la constitucionalidad 
de amnistías y de saneamientos en materia tributaria, porque con ellas:    
  
(...) [se] pervierte la regla de justicia, que ordena tratar a los iguales de modo 
igual y a los desiguales de modo desigual. En efecto, el criterio que introduce el 
legislador para conceder el beneficio es el estado de mora del deudor, de suerte 
que al desacatar con esta decisión el principio de imparcialidad, la aplicación de la 
norma inexorablemente conduce a una situación inequitativa, como que quienes 
cumplieron oportuna y fielmente con su deber de tributar son tratados peor que los 
que no lo hicieron. 
 
Otro antecedente importante lo vemos en la Sentencia C-1115 de 2011 en 
donde la Corte Constitucional declaró inexequible, sin efectos retroactivos, el 
artículo 100 de la Ley 633 de 2000, al considerar que esta norma, relativa a la 
reducción periódica del porcentaje que servía de base para calcular los intereses 
moratorios de las obligaciones tributarias, establecía una amnistía, aunque no lo 
dijera expresamente. 
 
No obstante lo anterior, existen antecedentes en donde la Corte Constitucional 
ha declarado que el legislador cuenta con la capacidad de crear impuestos con 
condiciones transitorias y más favorables para los contribuyentes sin que 
necesariamente sea una amnistía.  
 
Pues bien, este preciso debate se dio con ocasión a la demanda interpuesta 
en contra de esta primera versión del Impuesto de Normalización Tributaria, por 
considerar que se vulneraban: (i) el principio de igualdad, al establecer una 
diferencia de trato injustificada en beneficio de las contribuyentes morosos respecto 
de la normalización de su situación tributaria; (ii) el principio de buena fe, el deber 
de contribuir a financiar los gastos e inversiones del Estado dentro de los conceptos 




otorgar una amnistía tributaria a los contribuyentes morosos, sin que haya un motivo 
excepcional que lo justifique. 
 
La Corte Constitucional en la Sentencia C-551 de 2015 hizo referencia a la 
jurisprudencia sobre amnistías y los saneamientos en materia tributaria, para 
precisar que deben obedecer a una situación excepcional y su justificación debe 
superar un test de proporcionalidad estricto. Así mismo, una aclaración frente al 
margen de configuración del legislador en materia tributaria, para destacar su 
amplitud en materia impositiva.  
 
Con base en dichos criterios decidió declarar la exequibilidad de la 
normalización tributaria por considerar que, “dentro de su amplio margen de 
configuración en materia tributaria, el Legislador puede establecer impuestos que 
prevean condiciones transitorias y más favorables para los contribuyentes, sin que 
necesariamente se puedan considerar como una típica amnistía, en tanto no se 
incremente la tributación en otros sectores sociales, exista una situación fiscal 
excepcional y el medio sea adecuado, efectivamente conducente y necesario para 
lograr fines legítimos, constitucionalmente importantes e imperiosos, de tal suerte 
que los beneficios de adoptar la medida excedan claramente las restricciones 
impuestas sobre otros principios y valores constitucionales”. 
 
Quiere decir lo anterior que, para la Corte Constitucional este impuesto 
obligatorio y temporal constituye una medida constitucional, que resulta adecuada, 
necesaria y conducente para alcanzar los fines esenciales del estado social y 
democrático de derecho.  
 
2. Impuesto de Normalización Tributaria en la Ley de Financiamiento  
 
A pesar de que el Gobierno anunció que la anterior normalización tributaria 
constituía la última oportunidad para que los contribuyentes que tenían activos 




sustancialmente más bajas en comparación con un escenario de un eventual 
proceso de fiscalización iniciado por las Autoridades Tributarias, lo cierto es que 
nuevamente a través de la Ley 1943 de 2019 se volvió a incorporar una nueva 
normalización al sistema jurídico tributario colombiano.  
 
A continuación se describirá brevemente los elementos más relevantes de esta 
versión de normalización tributaria: 
2.1. Principales elementos del Impuesto 
 
Esta versión del Impuesto fue creada para el año 2019 como un impuesto 
complementario al impuesto sobre la renta y al impuesto al patrimonio, el cual 
estaba a cargo de los contribuyentes del impuesto sobre la renta que tengan activos 
omitidos o pasivos inexistentes. 
 
Dicho impuesto complementario se debía declarar, liquidar y pagar en una 
declaración independiente, que será presentada el 25 de septiembre de 2019. Y 
aquí se presentó una primera dificultad, porque bajo la redacción al tenor literal de 
la norma se interpretaba que la fecha de presentación era única y exclusivamente 
el 25 de septiembre, al no decir “hasta el 25” se podría interpretar que si se realizaba 
la presentación en otro día (incluso antes del 25 de septiembre) podría tener algún 
vicio de eficacia o no presentación. 
 
Al igual que su versión antecesora, se dispuso qué se entiende por activos 
omitidos, indicando que son aquellos que no fueron incluidos en las declaraciones 
de impuestos nacionales existiendo la obligación legal de hacerlo. En igual sentido, 
se entiende por pasivo inexistente, el declarado en las declaraciones de impuestos 
nacionales sin que exista un soporte válido de realidad o validez, con el único fin de 





Ahora bien, para la determinación de la base gravable vale la pena resaltar 
que se introdujo una regla especial distinta a la general (precio de adquisición de 
para efectos de determinar costo fiscal), y en ese sentido dispuso que las 
estructuras que se hayan creado con el propósito de transferir los activos omitidos, 
a cualquier título, a entidades con costos fiscales sustancialmente inferiores al costo 
fiscal de los activos subyacentes, no serán reconocidas y la base gravable se 
calculará con fundamento en el costo fiscal de los activos subyacentes. Este punto 
va a ser objeto de análisis detallado en el capítulo 3 del presente trabajo, 
concretamente se determinará si esta nueva regla crea una especie de inducción a 
la omisión.  
 
Respecto a la tarifa, el artículo 45 de la mencionada Ley dispuso que era del 
13%. Con un beneficio consistente en que, cuando el contribuyente normalice 
activos en el exterior y los invierta con vocación de permanencia en el país, la base 
gravable del impuesto complementario de normalización tributaria era del 50%. Las 
inversiones con vocación de permanencia debían realizarse antes del 31 de 
diciembre de 2019 y permanecer en el país por un período no inferior a dos años. 
 
Una ventaja bastante relevante en esa versión de normalización (y que fue 
replicada por la versión de la Ley de crecimiento) es que se podía acudir la 
denominada figura de “saneamiento de activos”, en virtud del cual cuando los 
contribuyentes tengan declarados sus activos diferentes a inventarios por un valor 
inferior al de mercado, podrán actualizar su valor incluyendo las sumas adicionales 
como base gravable del impuesto de normalización.  
2.2. Decreto Reglamentario 874 de 2019. 
 
El día 20 de mayo de 2019, el Gobierno Nacional profirió el Decreto 874 de 
2019, en virtud del cual se reglamentó la aplicación del Impuesto de Normalización 
Tributaria. Dicho Decreto Reglamentario tuvo como principales aspectos abarcados: 




fiscales sustancialmente inferiores a sus activos subyacentes; (iii) Repatriación de 
activos omitidos que sean invertidos con vocación de permanencia; (iv) 
Incumplimiento en la repatriación; (v) saneamiento de activos; entre otros.  
 
Luego de reglamentado y haberse habilitado los formularios para su 
declaración, la DIAN mediante comunicado de prensa 125 del 26 de septiembre, 
anunció que se acogieron al beneficio de normalización con un aporte de recaudo 
por un valor de COP$ 1.1 billones, cumpliendo en un 111,5% de la meta fijada.  
 
2.3. ¿Sujetos pasivos del Régimen Simple de Tributación podían 
normalizarse? 
 
La Ley de Financiamiento dio surgimiento a partir del 1° de enero de 2019 al 
impuesto unificado que se pagará bajo el Régimen Simple de Tributación (RST), 
con el fin de reducir las cargas formales y sustanciales, impulsar la formalidad y, en 
general, simplificar y facilitar el cumplimiento de la obligación tributaria de los 
contribuyentes que voluntariamente se acojan al régimen previsto. 
 
De conformidad con la redacción de la norma, es un modelo de tributación 
opcional de determinación integral, de declaración anual y anticipo bimestral, que 
sustituye el impuesto sobre la renta, e integra el impuesto nacional al consumo y 
el impuesto de industria y comercio consolidado a cargo de los contribuyentes que 
opten voluntariamente por acogerse al mismo. 
 
En ese sentido, cuando la norma de sujetos pasivos de normalización indica 
que “estará a cargo de los contribuyentes del impuesto sobre la renta”, ¿Quiere 
decir lo anterior que los sujetos pasivos del RST no pueden ser sujetos pasivos de 
normalización? En mi opinión, existen argumentos solidos para considerar que una 
persona acogida al RST no puede normalizar activos pues: (i) una interpretación 
bajo el tenor literal de la norma es claro que dicha posibilidad es sólo para los 




sustituye el impuesto sobre la renta, luego es claro que no podrían ser sujetos 
pasivos; (ii) En la versión del Impuesto de normalización de la Ley 2010 de 2019 
más conocida como “Ley de Crecimiento”, se ajusta la redacción de la norma de 
sujetos pasivos para efectos de la Normalización Tributaria, indicando que “estará 
a cargo de los contribuyentes del impuesto sobre la renta o de regímenes 
sustitutivos del impuesto sobre la renta, que tengan activos omitidos o pasivos 
inexistentes”, claramente se trata de una modificación que busca solventar esta 
omisión legislativa y que sin dudas dejará abierta la discusión en los eventuales 
procesos de fiscalización. (iii) El formulario 2593 para el Régimen Simple no dispone 
ninguna casilla para informar el valor del patrimonio poseído, luego queda en dudas 
si el RST le sirve de algo en la práctica normalizar activos omitidos o pasivos 
inexistentes, pues ellos tributan exclusivamente por ingresos y no están sometidos 
a renta presuntiva o comparación patrimonial.  
 
Es de aclarar que, bajo los criterios constitucionales de equidad y justicia 
tributaria, no guarda sentido que los sujetos pasivos del RST no puedan acceder a 
los mismos beneficios de la normalización dispuestos para los declarantes de renta, 
más aún cuando la normalización buscaba abarcar la totalidad de activos omitidos 
y pasivos inexistentes. Sin embargo, reiteramos que es un asunto que genera dudas 
por los comentarios antes anotados.  
  
 
3. Impuesto de Normalización Tributaria en la Ley de Crecimiento 
 
Como lo anotábamos anteriormente, la Ley de financiamiento fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional, sin embargo tuvo efectos durante el año 
2019 gracias al fallo diferido en el tiempo que se le otorgó. Finalmente, a través de 
la Ley 2010 de 2019 -Ley de Crecimiento-, volvió a crearse un nuevo Impuesto de 
Normalización Tributaria, que reproduce en gran parte las disposiciones de su 





Esta versión de normalización esta dispuesta para activos omitidos o pasivos 
inexistentes al 1 de enero del 2020, con una tarifa del 15%, que es mayor a la 
normalización anterior.  
 
Vale la pena resaltar que al momento de calcular la base gravable, estas 
últimas versiones de normalización tributario crearon reglas que buscaban evitar 
figuras de planeación patrimonial creadas a través fundaciones de interés privado, 
trust en el exterior, seguros con componente de ahorros, entre otros. 
 
Pues bien, la norma de base gravable dispuesto que para todos los efectos del 
impuesto sobre la renta, el impuesto al patrimonio y de su complementario de 
normalización tributaria, cuando los beneficiarios estén condicionados o no tengan 
control o disposición de los activos, el declarante será el fundador, constituyente u 
originario del patrimonio transferido a la fundación de interés privado del exterior, 
trust del exterior, seguro con componente de ahorro material, fondo de inversión o 
cualquier otro negocio fiduciario. Lo anterior sin consideración de la calidad de 
discrecional, revocable o irrevocable y sin consideración de las facultades del 
protector, asesor de inversiones, comité de inversiones o poderes irrevocables 
otorgados a favor del fiduciario o de un tercero. En caso del fallecimiento del 
fundador, constituyente u originario, la sucesión ilíquida será el declarante de dichos 
activos, hasta el momento en que los beneficiarios reciban los activos, para lo cual 
las sociedades intermedias creadas para estos propósitos no serán reconocidas 
para fines fiscales.  
 
Frente a este último punto, se ha identificado problemas prácticos y que serán 
abordados con más detalle en el capitulo 3 del presente trabajo. Por último, la norma 
dispone expresamente que, en virtud del respeto de las situaciones jurídicas 
consolidadas, las disposiciones en relación con el impuesto complementario de 
normalización tributaria consagradas en la Ley 1943 de 2018, seguirán aplicando 







Con el objetivo de brindar una perspectiva crítica a los temas acá abarcados, 
se dispone a presentar los siguientes casos prácticos.   
 
1. Casos prácticos en el Impuesto al Patrimonio 
 
1.1. Sujeción pasiva de sociedades o entidades extranjeras que no sean 
declarantes del impuesto sobre la renta en el país. 
 
Como lo vimos anteriormente, uno de los sujetos pasivos del Impuesto al 
Patrimonio son las sociedades o entidades extranjeras que no sean declarantes del 
impuesto sobre la renta en el país, y que posean bienes ubicados en Colombia 
diferentes a acciones, cuentas por cobrar y/o inversiones de portafolio. 
 
En ese sentido, si una sociedad extranjera posee acciones en una sociedad 
colombiana por valor de COP$ 3.000 millones y un lote por valor de COP$ 4.500 
millones, ¿es contribuyente del Impuesto al Patrimonio? Y si la respuesta fuera sí 






Recordemos que el hecho generador del impuesto al patrimonio se genera por 
la posesión del mismo al 1 de enero del año 2020, cuyo valor sea igualo superior a 
cinco mil ($5.000) millones de pesos. En ese sentido, existen dos posiciones: (i) Que 
como la sociedad extranjera tiene un patrimonio total de COP$ 7.500 millones se 
convierte en sujeto pasivo pudiendo descontar de la base gravable el valor 
correspondiente a las acciones; (ii) No es sujeto pasivo del Impuesto porque su 
patrimonio relevante (i.e. Lote) tan sólo suma COP$ 4.500 millones. 
 




En mi opinión, la respuesta correcta es la opción 2, es decir, dicha sociedad 
extranjera NO es sujeto pasivo del Impuesto al Patrimonio, la razón es que el artículo 
que excluye el valor de las acciones, cuentas por cobrar e inversiones de portafolio 
es el de sujetos pasivos, y no el de base gravable. En ese sentido, no guarda sentido 
que yo depure la base gravable con dichos rubros cuando la norma de base 
gravable es clara en indicarme que valores puedo detraer para el cálculo del 
Impuesto. Por otra parte, la norma donde sí indican que no se tiene en cuenta dichos 




si mi patrimonio supera los COP$ 5.000 millones (sin tener en cuenta las acciones, 
cuentas por cobrar e inversiones de portafolio).  
1.2. Inequidad impositiva por falta de tarifa progresiva y marginal. 
 
En el siguiente caso práctico, se evidencia como la falta de una tarifa 
progresiva y marginal sobre rangos de base gravable genera violaciones al principio 
de equidad tributaria.  
 
En efecto, puede ocurrir que un Contribuyente X tenga un patrimonio líquido 
de COP$ 5.010 millones, dentro del cual se encuentre su casa de habitación por lo 
que podrá excluir de la base gravable aproximadamente COP$ 480 millones, dando 
como resultado una base imponible de COP$ 4.530 millones que una vez aplicada 
la tarifa del 1% dará como total a pagar una suma aproximada de COP$ 45 millones.  
 
Por otra parte, un Contribuyente Y que tenga un patrimonio líquido de COP$ 
4.990 millones, es decir un valor mucho mayor a la base imponible del Contribuyente 
X, y sin embargo dicho sujeto no debe pagar, pues no se considera sujeto pasivo 
del Impuesto. 
 






A mi juicio lo anterior es un claro ejemplo de la falta de equidad tributaria 
regulada en este nuevo sistema tarifario del Impuesto al Patrimonio, pues a 
diferencia de las versiones anteriores, en este caso no existen tarifas progresivas ni 
marginales en función a los distintos rangos de bases gravables.  
 
2. Casos prácticos en el Impuesto de Normalización Tributaria 
 
2.1. Sucesión ilíquida en Colombia 
 
Uno los principales esquemas de planeación patrimonial se estructuran a 
través de Trust del exterior. Un trust es una estructura o negocio fiduciario de 
derecho anglosajón (common law) en el cual el constituyente (settlor) transfiere 
recursos o bienes (v.gr. acciones de sociedades u otros activos) a un fiduciario 
(trustee) para que éste los administre y/o entregue a favor de un beneficiario que 







Esta figura genera beneficios tales como: (i) protección patrimonial; (ii) 
seguridad (confidencialidad) (iii) planeación sucesoral (reglas y gobierno familiar); 
(iii) De conformidad con lo establecido en el artículo 303 del E.T., únicamente las 
rentas o pagos periódicos que provengan del Trust a favor de los Beneficiarios se 
encontrarán gravadas con el impuesto de ganancias ocasionales a la tarifa del 10%. 
 
Ahora bien, a propósito de dicho esquema, la DIAN en el Oficio Nº 034071 de 
2017 indicó lo siguiente: “Por último, vale la pena precisar que, respecto del trust 
irrevocable, el único escenario en el que un contribuyente no debería presentar 
declaración (ni en el escenario de una normalización ni a futuro) ocurre cuando 
efectivamente no se puede predicar de éste su calidad de poseedor, esto es cuando 
no detenta la posesión directa de los activos aportados al trust irrevocable ni 
a la posesión indirecta a través de la percepción de provecho económico 
alguno” (Subrayado y negrilla por fuera del texto original). 
 
Quiere decir lo anterior que, un Fundador no estaba obligado a declarar los 
activos, y si creaba un Trust condicional en el que el Trustee tenía plena discreción 
para asignar los beneficios, los beneficiarios tampoco estaban obligados a 
declararlos. 
 
Así pues, píense en un esquema de planeación patrimonial como el antes 








Bajo las nuevas reglas creadas en el parágrafo 1° del artículo 55 de la Ley 
2010 de 2019, ¿Es necesario abrir una sucesión, que será la entidad declarante de 
los activos del Trust hasta el momento en que tales activos sean asignados a sus 
beneficiarios? 
 
La norma en mención indica: “Para todos los efectos del impuesto sobre la 
renta, regímenes sustitutivos del impuesto sobre la renta, el impuesto al patrimonio 
y el complementario de normalización tributaria, cuando los beneficiarios estén 
condicionados o no tengan control o disposición de los activos, el declarante 
será el fundador, constituyente u originario del patrimonio transferido a la fundación 
de interés privado del exterior, trust del exterior, seguro con componente de ahorro 
material, fondo de inversión o cualquier otro negocio fiduciario. Lo anterior sin 
consideración de la calidad de discrecional, revocable o irrevocable y sin 
consideración de las facultades del protector, asesor de inversiones, comité de 
inversiones o poderes irrevocables otorgados a favor del fiduciario o de un tercero. 




ilíquida será el declarante de dichos activos, hasta el momento en que los 
beneficiarios reciban los activos, para lo cual las sociedades intermedias creadas 
para estos propósitos no serán reconocidas para fines fiscales.”  
 
Desde mi punto de vista, para este caso en particular no debería abrirse una 
sucesión ilíquida en Colombia, pues la persona falleció sin bienes que heredar en 
Colombia. En línea con lo anterior, la Corte Suprema de Justicia5  ha indicado la 
sucesión ilíquida de un causante, no es un ente moral o jurídico ni un sujeto con 
capacidad procesal, simplemente es una universalidad jurídica de bienes que se 
forma por la muerte de una persona. Y en ese sentido, si la sucesión ilíquida de una 
persona no es un sujeto con capacidad para adquirir derechos ni contraer 
obligaciones, por lógica no se puede representar a un ente que en estricto derecho 
no existe. 
 
Adicionalmente, si se acoge la tesis contraria existiría un efecto secundario de 
la eventual apertura de un proceso de sucesión, y es crear una transferencia de 
propiedad en cabeza en los beneficiarios del Trust, cuando los mismo no tienen 
ningún derecho o explotación económica de dichos activos.  
 
Por último, nótese como la nueva disposición estaría regulando hechos 
pasados, que fueron cobijados bajo una normatividad que indicaba que ni el 
Fundador ni los beneficiarios debían declarar dichos bienes, y así lo ratificó la DIAN 
en su doctrina oficial ya citada.  
2.2. Inducción a la omisión 
 
Las nuevas reglas de base gravable del Impuesto complementario de 
Normalización Tributaria indica que “Las estructuras que se hayan creado con el 
propósito de transferir los activos omitidos, a cualquier título, a entidades con costos 
 





fiscales sustancialmente inferiores al costo fiscal de los activos subyacentes, no 
serán reconocidas y la base gravable se calculará con fundamento en el costo 
fiscal de los activos subyacentes.” (Subrayado y negrilla por fuera del texto 
original)  
 
Lo anterior supone un cambio en las reglas para determinar el costo fiscal de 
los bienes objeto de normalización, pues siempre se había determinado que la base 
gravable de los bienes que son objeto del impuesto complementario de 
normalización tributaria será considerada como el precio de adquisición de dichos 
bienes para efectos de determinar su costo fiscal. 
 
En ese sentido, si una persona adquirió 100.000 acciones en una sociedad por 
un costo de adquisición de COP$ 10.000 por acción, y el valor los activos 
subyacentes de la sociedad es mayor COP$ 2.000 millones. ¿Debe tomar como 
base el valor del activo subyacente pese a que el costo fiscal siempre se había 






Tal parece que, por la redacción de las nuevas reglas, este sujeto deberá 
tomar como referencia en valor del activo subyacente pesé a que siempre aplicó un 
reconocimiento por valor de adquisición. Como se puede evidenciar este cambio en 
las reglas de determinación puede llevar a una situación de inducción a la omisión, 
pues ahora este sujeto tendrá que normalizar el valor de dicho activo y ajustarlo a 
esta nueva regla de determinación.  
 
Tendría más sentido que, si la norma me indica un nuevo tratamiento en el 
reconocimiento de dicho activo, permitir ajustar dicho valor entendido como una 
revalorización sin que ello constituya una omisión. Es así como a mi juicio las nuevas 
reglas están constituyendo una inducción a la omisión.  
2.3. Reciclaje de la inversión 
 
Como lo mencionábamos en el capítulo anterior, esta nueva versión del 
Impuesto de Normalización Tributaria adicionó un nuevo beneficio consistente en 
que cuando los contribuyentes repatríen efectivamente los recursos omitidos del 
exterior a Colombia y los inviertan con vocación de permanencia en el país, la base 
gravable del impuesto complementario de normalización tributaria corresponderá al 
50% de dichos recursos omitidos. Entiendo que hay vocación de permanencia 
cuando los recursos omitidos del exterior repatriados e invertidos en Colombia 
permanecen efectivamente en el país por un periodo no inferior a dos (2) años. 
 
En este punto es menester preguntarse ¿Hasta que punto se entiende que el 
dinero llegó a Colombia? Piénsese en un caso en donde un contribuyente tiene 2 
millones de dólares en Colombia debidamente declarados y otros 2 millones de 
dólares en el exterior omitidos. Dicho contribuyente desea acogerse al beneficio de 
normalización y obtener la reducción del 50% trayendo los recursos a Colombia, sin 
embargo, para efectos de cubrir el riesgo país y la diferencia en cambio, decide 




alguna manera efectuar un “reciclaje” de la inversión. ¿Se entiende en este ejemplo 





En definitiva, si el objetivo de la norma era engrosar el capital de inversión en 
Colombia, por supuesto que existirá el riesgo de cuestionamiento por parte de las 
Autoridades Tributarias, sin embargo, considero que la norma no indica que yo deba 
congelar los recursos declarados en Colombia, y en ese sentido exista una 
restricción de libre inversión en el extranjero. 
 
Ahora bien, se plantea esta discusión pues ya la Autoridad Tributaria ha 
descartado esquemas de reciclaje de inversión. A continuación, presentamos tres 







En la opción 1, el contribuyente en Colombia constituye una SAS y abre una 
cuenta de compensación en el exterior donde aportará los recursos omitidos, de tal 
manera que la SAS es el titular de la cuenta y propietaria de los activos. Como se 
puede apreciar, de alguna manera los recursos están invertidos a través de la SAS 
pero la DIAN consideró que no se entendía reinversión porque los recursos no 
estaban efectivamente en el país.  
 
En la segunda opción, si un contribuyente constituye una SAS trae los recursos 
a Colombia, y posteriormente dicha SAS realiza una inversión en el exterior al 
mismo portafolio, ¿Se entiende una verdadera reinversión efectiva en el país? 
Consideramos que existen un alto riesgo de cuestionamiento pues siguiendo la 






Ahora bien, considero que existe una tercera alternativa que supone unos 
argumentos sólidos para sostener que se cumplió el requisito de reinversión y 
permanencia en el país. En la opción 3 tenemos un contribuyente que trae los 
recursos omitidos del exterior y los aporta a una SAS1, posteriormente dicha 
sociedad celebra un contrato de mutuo con una sociedad SAS2 en virtud del cual le 
transfiere los recursos reinvertidos y como contraprestación recibirá los respectivos 
intereses pactados. En ese sentido, la SAS1 tendrá en sus activos ya no los 
recursos representados en dinero sino por el contrario su activo será una cuenta por 
cobrar. Posteriormente, la SAS2 vuelve a invertir dichos recursos en el mismo 
portafolio del exterior. ¿Se entiende cumplido los requisitos de reinversión y 
permanencia en el país? Considero que existirían argumentos para justificar que sí, 
pues finalmente los recursos están representados en el activo (cuenta por cobrar) 
que tiene la SAS1 y que fue el vehículo tomado por el contribuyente para acogerse 
al beneficio. Pensar lo contrario sería considerar que las inversiones deben 
congelarse y no podría existir mutación en los activos invertidos en Colombia, 
situación que claramente no quiso prever la norma a la hora de regular lo que se 
entendía por reinversión y permanencia en el país.  
2.4. Seguro con componente de ahorro 
 
Una de las alternativas de planeación patrimonial se estructuraba a través de 
la compra en el exterior de un seguro con componente de ahorra, en virtud del cual 
el tomador se desprendía de su patrimonio para la adquisición de dicho seguro y 
constituía como beneficiario a sus herederos de tal manera que ellos no estarían 
sujetos al impuesto a las ganancias ocasionales en Colombia. Adicionalmente, no 
se producía un impacto tributario relevante para los miembros de la Familia, siempre 
que se entienda que las reparticiones se efectúan en calidad de indemnización por 
seguro de vida. Por último, y quizá el beneficio más relevante que existía antes de 
la Ley de Crecimiento, es que el artículo 233 del Estatuto Tributario indicaba que el 










La dificultad en este caso se predica en determinar cual es el valor por el cual 
el tomador debería normalizar ese seguro en el exterior, pues tendría dos opciones: 
(i) Declarar por valor de recisión del seguro o (ii) Declarar al costo fiscal/costo de 
adquisición del seguro. Esto en muchas ocasiones supone una diferencia enorme, 
pues el componente de ahorro va acrecentando año a año el valor de recisión, luego 
el impacto económico difiere de una decisión o a otra.  
  
En ese sentido y bajo una interpretación al tenor literal de las normas vigentes, 
el valor a ser declarado deberá corresponder al valor de rescisión (rescate) de los 
Seguros, esto en virtud de (i) lo señalado en el artículo 271 del ET que 
expresamente determina que las pólizas de seguros de vida deben ser declarados 
por su valor de rescisión, y (ii) lo señalado en el artículo 55 de la Ley 2010 de 2019 




fiscal histórico determinado conforme a las reglas del Título II del Libro I del ET 
(título donde se encuentra el artículo 271 señalado). 
   Ahora bien, es posible que existan argumentos jurídicos para acogerse al 
impuesto de normalización teniendo en cuenta su costo fiscal histórico. Esto por 
cuanto (i) la normalización tributaria permite normalizar activos teniendo en cuenta 
su costo fiscal pues este régimen busca que se normalicen activos construidos con 
ingresos gravados en el pasado, y (ii) normalizar teniendo en cuenta el valor de 
rescisión puede generar una incongruencia respecto del costo fiscal verdadero del 
activo. 
 
Sin embargo, a mi juicio no es del todo claro que pueda tomarse una posición 
con total certeza y que si se tratara de disminuir riesgos de fiscalización, el 
contribuyente deberá acogerse a la opción 1, esto es declarar por el valor de recisión 
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